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Exp. 81/2023-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 81/2023/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: ELEMENTO DE SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI **********                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: GEORGINA JAUREZ MARTINEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., a once de diciembre del dos mil veinticuatro.

V I S T O S, para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 81/2023/2, promovido por **********, contra actos del Policía de Seguridad Publica de la Secretaria de Seguridad y Protección Ciudadana, que Emitió la Boleta de Infracción SP/FC/028/151120/22/0044. 

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veinticuatro de enero del año dos mil veintitrés, compareció **********,**********a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridades demandadas a las siguientes; A) POLICIA DE SEGURIDAD PUBLICA DE LA SECRETARIA DE SEGURIDAD Y PROTECCION CIUDADANA,  y como acto impugnado, los precisados en su demanda: 
A).-SP/FC/028/151120/22/0044
II.- Mediante auto de fecha dos de febrero de dos mil veintitrés,  se  ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas  para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado, contestaran lo que a su derecho conviniera.
En cuanto al plazo otorgado a las autoridades demandadas se hizo la precisión que al estar ya vigente la notificación electrónica; debería considerarse que la notificación que le fuera realizada por esa vía, surtiría efectos, al tercer día hábil siguiente a aquel en que se hubiera realizado, entendiéndose que la misma se tendría por efectuada al concluir el segundo día hábil posterior a la fecha de entrega del aviso electrónico a que se refiere el artículo 16 fracción I y II del Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno del Tribunal, además acorde a lo establecido en los diversos numerales 50 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 2°, 3°, 17, 21 y artículo cuarto transitorio, del citado Acuerdo General 14/IX/2020; apercibidas las demandadas que de no contestar la demanda dentro del plazo legal que les fue fijado, se declararía la preclusión del derecho correspondiente para hacerlo y, se les tendría, por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Asimismo, se precisó que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 69, fracción II y 70, segundo y tercer párrafos del Ordenamiento Procesal Administrativo para el Estado, se tuvo a la accionante por ofreciendo las pruebas que refirió en su escrito inicial de demanda, de las que se reservó su admisión para el momento que se proveyera sobre la contestación de la demanda.

III.- Mediante proveído veintisiete de marzo  de del dos mil veintitrés, se tuvo al promovente por contestando la Demanda por parte del Elemento de la Guardia Civil Estatal; lo anterior, conforme lo establece el artículo 220, tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tanto, con fundamento en los artículos 240, 243 y 244 del Código Procesal Administrativo citado en líneas que anteceden, se tuvo por contestada la demanda a la autoridad demandada compareciente; en tal virtud, con la copia simple de los oficios de contestación de cuenta y su anexo, se le corrió traslado al promovente del juicio, para los efectos legales que en su derecho correspondiera. 
En ese orden, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron como pruebas de las partes las siguientes:
Del actor.-
1.1.- Impresión de factura con folio 75783 expedida por súper servicio Zarate.

1.2.- comprobante de no infracción

1.3.- Factura del vehículo.

1.4.- La presuncional legal y humana
1.5.- La instrumental de actuaciones.

A la Autoridad Demandada:

1.-Las que ofreció a su contestación y fueron admitidas 
Finalmente, en virtud de que la autoridad demandada  Dionisio Gomez Nicolás Copérnico en su calidad de Policial B, de la Guardia Civil del Estado en su escrito de contestación, manifestó que la parte actora presentó la demanda; sin que existiere ningún acto  atribuible a la parte demandada, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 229 fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe ato impugnado.

V.- En proveído dictado el dieciséis de agosto de dos mil veintitrés,  se tuvo a la parte actora, por  promoviendo el incidente de nulidad de notificaciones, por lo que se le corrió traslado a la autoridad con el escrito de cuenta, apercibido en caso de no hacerlo de oficio se declararía la preclusión de su derecho, se tuvo por admitiendo el incidente.
VI.- En el proveído de fecha diecisiete de enero de dos mil veinticuatro, se certificó que se señalaron las siete de febrero del dos mil veinticuatro, para la audiencia incidental.

VII.- En la fecha y hora señaladas, tuvo verificativo la audiencia incidental, sin la asistencia de las partes. Con fecha  treinta de mayo del dos mil veinticuatro, se resolvió el incidente de nulidad de notificaciones. Toda vez que ya se había celebrado la audiencia final con fecha doce de junio del dos mil veintitrés, se citó para resolver.


CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I y III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en su escrito inicial de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia o sobreseimiento, y advierte que en el presente juicio se actualiza el sobreseimiento relativo a la inexistencia del acto reclamado, el cual se encuentra previsto en la fracción V del artículo 229 del citado Código; que a la letra dice:


Artículo 229.- Procede el sobreseimiento del juicio:


(…)


V.- Cuando De las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;
En congruencia con lo anterior, cabe señalar para que sea admisible el juicio de nulidad, se requiere, invariablemente que exista una actuación de una autoridad administrativa que determine, ordene o ejecute un mandato en agravio del particular y que constituya por ende un acto, respecto de la cual, este Tribunal esté en condiciones de emitir un pronunciamiento de legalidad.

De esta manera, tenemos que por regla general el juicio de nulidad, es un medio de defensa que el particular puede interponer cuando ve afectada su esfera jurídica, por algún acto o resolución definitiva emitida por una autoridad estatal, municipal o de uno de sus organismos descentralizados, a efecto de que este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa dirima la controversia planteada determinando para ello si la actuación de la autoridad es susceptible de ser impugnada en esta vía contenciosa administrativa en función de su afectación a un interés jurídico o legítimo del particular y, de ser el caso, si se ajustó a los lineamientos jurídicos que regulan su aplicación y que sustentarían su presunción de legalidad; en particular respecto de la satisfacción de los requisitos de fundamentación y motivación previstos en el artículo 16 Constitucional.

Ahora bien, del escrito de contestación de demanda que obra agregado en foja 42  de autos, relativa se advierte que la Autoridad demandada al producir su contestación de demanda negó la existencia del acto impugnado por el actor, al señalar en la parte que interesa lo siguiente:
“…CAUSA DE IMPROCEDENCIA.

De inicio se oponen las Excepciones antes referidas y asimismo, se señala a ese H. Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, que conforme a lo que vierte en su escrito inicial de Demanda el Actor del presente Procedimiento Administrativo, de la simple lectura del mismo se advierte que no existe Acto atribuible al suscrito C. Dionisio Gómez Nicolás Copérnico, en mi calidad de Policía "B" de la Guardia Civil del Estado, por lo que debe proceder el sobreseimiento del Juicio de Nulidad respectivo promovido por el C. Lorenzo Coronado Guel, en virtud de que carece de acción para Demandar al suscrito, dado que entre el Actor y el suscrito en mi calidad de elemento activo de la Guardia Civil Estatal, no existió ninguna LITIS PLANTEADA que afecte los intereses Jurídicos o legítimos del Actor, como lo pretende hacer creer ante ese H. Tribunal; mismo que al momento de entrar al estudio de la presente Litis, se servirá apreciar que el Acto reclamado pedido por el Actor, no es procedente.

Para mayor abundamiento, el suscrito, no puede ser Demandado por un Acto que en el momento en que se generó, lo fue conforme a Derecho, debidamente fundado y motivado, atendiendo a las funciones que realiza la Guardia Civil del Estado en el ámbito de su competencia, siempre en pro de la sociedad en general; Lo anterior encuentra fundamento de conformidad con la normatividad que se encuentra establecida en los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 123 apartado B fracción XIII; 88 y 89 de la constitución política del estado libre y soberano de San Luis Potosi; 1°, 2°, 3°, 23, 27 y 56 fracciones I, II, V, VI, IX, X, XI, XII, XV, XVI de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potos, 1, °2°, 10 del Reglamento Interno de la Dirección General de Seguridad Pública del Estado (reglamento vigente para la Guardia Civil Estatal); y demás relativos, circunstancia que deja por demás muy en claro que en ningún momento se transgredió Derecho alguno del C. Lorenzo Coronado Guel. Por el hecho de que se generó reporte al 911 por la C. Martha Hilda Coronado Guel persona que se percató que en su vivienda había una camioneta que no le pertenecía al interior de la cochera.(..)”.

Aunado a lo anterior ha de resultar la aplicación análoga de la tesis jurisprudencia continuación se transcribe: "Octava Época, Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEPTIMO. CIRCUITO, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo 1, Segunda parte-1, Enero a Junio de Página: 49, de voz y rubro: ACTO RECLAMADO, NEGACION DEL Si las autoridades responsables niegan reclamado que se les imputa y de autos no aparece que el quejoso aportara la prueba alguna tena desvirtuar la negativa de los actos reclamados hecha por las autoridades señaladas como responsable sobreseerse en el amparo respectivo con apoyo en él artículo 74 fracción IV de la Ley de Amparo...”
Concomitantemente, con el objeto de acreditar los extremos de la acción intentada en el presente juicio, la parte actora, aportó los medios de prueba que se desprenden de su escrito inicial de demanda y que hizo consistir en los siguientes: 

3.1.- A la parte actora:

311. Orginal de la factura expedida por automotores S. DE RL. DE

312. Comprobante de no infracción que refiere en el punto 3 del capítulo de pruebas del escrito de demanda.

3.1.3.- Impresión de la factura con folio 75783, expedida por Súper Servicio Zárate, S.A. de C...

3.1.4.- La instrumental de actuaciones.

3.1.5.- La presuncional legal y humana.

3.1.6.- En cuanto a la copia de la tarjeta de circulación que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas, y que refirió exhibió para acreditar el interés jurídico y legitimo para comparecer a juicio; de una revisión a las constancias que anexó al escrito de demanda no se advirtió que hubiera exhibido dicha documental; por tanto, se requirió a la parte actora, conforme a lo dispuesto por los artículos 235 del Código Procesal Administrativo para el Estado, para que en el término de cinco días hábiles, EXHIBIERA la copia de la tarjeta de circulación que detalla en el punto 2 del capítulo de pruebas del escrito inicial de demanda; APERCIBIENDOLA que en caso de no hacerlo, se le tendría por no admitida como pruebas de su parte tal documento para todos los efectos legales a que haya, con fundamento en el artículo 35 fracción IV de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa para el Estado, en relación con el numeral 235 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por lo que  toda vez que el actor no exhibió el interrogatorio relativo a la prueba testimonial que ofreció en el escrito de demanda, y tampoco exhibió la copia de la tarjeta de circulación detallada en el punto 2 del capítulo de pruebas del escrito de demanda; se hizo efectivo el apercibimiento formulado en los puntos 3.1.6 y 3.1.7, del acuerdo dictado el veintisiete de marzo de dos mil veintitrés y SE LE DESECHO la prueba testimonial y la citada documental ofrecidas en su escrito de demanda, lo anterior, para todos los efectos legales a que haya lugar.
Las documentales antes reseñadas en los números 1 al 7, documentales ya señaladas que obran agregadas en fojas de la 10 a la 15 de autos, conforme a lo dispuesto por el artículo 72 fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado, y atendiendo al prudente arbitrio de esta Juzgadora, no prueban la existencia de los actos que el actor impugna a las autoridades demandadas, además de que ninguno de ellos se advierte  existencia de una  afectación a los derechos subjetivos de la parte accionante, ya que no reflejan que las demandadas hayan emitido algún acto, de ahí que, los elementos de prueba ofrecidos por la parte actora no se vinculan de forma alguna con el acto impugnado, por lo cual, resultaron insuficientes para tenerse por acreditada la existencia del acto impugnado por el actor.
Por último,  esta Juzgadora advierte que la parte  en su demanda señalo desconocer el Acto impugnado y por su parte la autoridad demandada manifestó que es inexistente la infracción u oficio SP/FC/028/151120/22/0044, según la documental publica que obra a fojas 83, consistente en el comprobante de no infracción numero 24185/2022 expedida por la comandancia de la Guardia Estatal,  por lo que se le otorgo  a la parte actora,  el plazo de diez días hábiles, contados a partir del día hábil siguiente a aquel en que surta efectos la notificación, ampliara su demanda, con el apercibimiento en caso de no hacerlo se declararía precluido el derecho para hacerlo.
En el proveído de fecha diecisiete de mayo del dos mil veintitrés, se le tuvo por precluido el derecho para ampliar la demanda a la promovente. Por otra parte por lo que se refiriere a la prueba testimonial que ofreció la actora en su escrito de demanda en los puntos 3.1.6 y 3.1.7, se le desecho   en esa virtud;  la testimonial y la documental, no exhibió el interrogatorio y la copia de la tarjeta de circulación.

Por lo cual se advierte en su demanda una confesión que prueba en contra del actor, dado que expresa y claramente,  “(..)” Manifiesto bajo protesta de decir verdad que al día de la fecha desconozco el contenido del acto de autoridad que se impugna; pero para efecto de determinar la temporalidad en la presentación de la demanda, debo señalar que el día 29 veintinueve de noviembre de 2022 dos mil veintidós, personal de la Guardia Civil Estatal, me comentó que mi vehículo había sido remitido a la Pensión de Vehículos Súper Servicio Zarate, mediante oficio número SP/FC/028/151120/22/0044 de fecha 16 de noviembre de 2022, bajo el Inventario de Vehículo número 181769-A, por el Policía demandado Dionisio Gómez Nicolás Copérnico (..)”. La que hacer valor probatorio pleno y acreditar la existencia del acto que impugna.


Lo anterior, nos permite concluir que las pruebas ofrecidas por la parte actora resultan insuficientes para tener por acreditada la existencia del acto que impugna, del que derive una afectación a los derechos subjetivos del accionante a una Autoridad en que entablo en su demanda.

Con base en lo anterior, esta Sala Unitaria concluye que se actualiza la causal de sobreseimiento prevista en la fracción V del numeral 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado  la Ley de Justicia Administrativa del Estado, en razón de que el actor no logro acreditar la existencia del acto impugnado en el presente asunto, conclusión a la que se arriba, partiendo de la convicción que en este sentido se genera, por el hecho de que la parte actora reclama  a la autoridad demandada personal de la Guardia Civil Estatal, mediante oficio número SP/FC/028/151120/22/0044 de fecha 16 de noviembre de 2022, bajo el Inventario de Vehículo número 181769-A,  por el Policía demandado Dionisio Gómez Nicolás Copérnico, que el vehículo se había remitido a la Pensión súper Servicio Zarate, máxime que la autoridad demandada al producir su contestación negó la existencia del acto impugnado, siendo lo único cierto que por parte de la Guardia Civil Estatal, por conducto de la Unidad de Policía y Tránsito del Estado, le fue autorizado previo los trámites administrativos la devolución del vehículo Toyota motor Manufacturing de baja, modelo Hi Lux, 2 puertas, con oficio, FGE/D01/559188/12/2022 signado por Lic. María Del Roció Monreal Díaz, Agente del Ministerio Público adscrito a la Unidad de Tramite Común con Detenidos, oficio tuvo que presentar a la Fiscalía General del Estado, para obtener su oficio de devolución de vehículo que obra a fojas (89) de autos,   expedido por la Agente del Ministerio Público adscrito a la unidad de tramites común de detenidos, donde ordenan la liberación del vehículo a Grúas y Pensión Zarate. 
Por otra parte menciona el actor que el vehículo que fue sacado de su domicilio, lo que resulta falso, ya que con la credencial  INE que presento ante la Unidad de Policía y Tránsito del Estado, se acredito como domicilio Valle de Caldera 107 fraccionamiento Mira Valle en esta Ciudad capital, concatenado a que el informe que remitió la demandada que no es oficio ni infracción el número SP/FC/028/151120/22/0044,  que ese folio corresponde al Registro Nacional de Detenciones el cual se generó para el C. Carlos Guzmán Morales el cual se encontraba dentro del domicilio ubicado en Mariano Jiménez Número 1961, cometiendo aparentemente el delito de allanamiento el cual fue puesto a disposición en la Unidad de Tramite Común con Detenidos, la cual se acredito con las documentales públicas, que ofreció a su contestación, las que obran a fojas 76 a la 90 de autos del presente expediente, por lo cual es evidente que esta Segunda Sala, no puede estudiar cuestiones de orden penal, las que hacen prueba plena, lo anterior con fundamento en el artículo 90 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis potosí. Dichas pruebas se les dio a conocer al actor, otorgándole el término legal para ampliar su demanda, según el proveído de fecha diecisiete de mayo del dos mil veintitrés, se le tuvo por precluido el derecho para ampliar la demanda a la promovente. 
Por lo que la Magistrada titular de esta Segunda Sala es incompetente para dirimir controversias de orden penal, en tal virtud, la actualiación de alguna causa de improcedencia ajena a la litis principal, entendida como la condición por cumplir para estar en posibilidad de resolver la litis sustancial sobre los derechos en disputa, por ende, su esencia es adjetiva, contrario a sustantiva. La improcedencia se erige como la ausencia de soporte legal, cuyo efecto es impedir el estudio de la cuestión sustancial propuesta, al no estar satisfechas las condiciones que permiten llevar a cabo ese análisis. 
Por lo que sirve de apoyo la siguiente TESIS AISLADA ADMINISTRATIVA 18 SEPTIEMBRE 2020 Compilación de Legislación y Jurisprudencia:

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SU NATURALEZA JURÍDICA. De conformidad con el artículo 9o., fracción VI, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, el sobreseimiento en el juicio de nulidad se configura cuando existe impedimento legal para analizar el fondo del asunto, entre otros supuestos, por la actualización de alguna causa de improcedencia ajena a la litis principal, entendida como la condición por cumplir para estar en posibilidad de resolver la litis sustancial sobre los derechos en disputa, por ende, su esencia es adjetiva, contrario a sustantiva. La improcedencia se erige como la ausencia de soporte legal, cuyo efecto es impedir el estudio de la cuestión sustancial propuesta, al no estar satisfechas las condiciones que permiten llevar a cabo ese análisis, cuyos supuestos se enuncian en el artículo 8o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y, dada su naturaleza jurídica, se reafirmó su estudio de oficio debido a las consecuencias generadas en caso de estar acreditada, pues se instituye como el supuesto jurídico por superar, razón por la cual, de probarse alguna de esas hipótesis, el efecto consecuente será tener por acreditado el motivo para sobreseer el juicio de nulidad. Por su parte, el Diccionario Jurídico Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas, Editorial Porrúa, Octava Edición, México 1995, página 2637, en relación con el sobreseimiento señala: "Sobreseimiento. I. (Del latín supercedere; cesar, desistir). Es la resolución judicial por la cual se declara que existe un obstáculo jurídico o de hecho que impide la decisión sobre el fondo de la controversia". Así, el artículo 9o., fracción VI, de la ley citada y esa definición, conciben al sobreseimiento como el resultado de estar probada alguna causa de improcedencia, entre otros supuestos, dado que sin ésta, aquél no podría justificarse, pues la improcedencia es la causa y la conclusión es el sobreseimiento; por tanto, si la improcedencia conlleva el sobreseimiento, entonces, su estudio es preferente a cualquier otra cuestión e, incluso, se debe llevar a cabo de oficio, pues de lo contrario se generaría inseguridad jurídica al proceder al análisis de un aspecto de fondo sin estar justificada su procedencia, lo cual desarticularía la estructura del juicio de nulidad; de ahí que el sobreseimiento sí constituye un fallo definitivo al concluir la instancia y no definir la controversia de fondo propuesta, que no delimita los derechos sustanciales de los contendientes; por ende, el sobreseimiento justifica la omisión de analizar los conceptos de nulidad. SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. Amparo directo 28/2020. Santiago Díaz Muñoz. 3 de junio de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Mario Alberto Domínguez Trejo. Secretario: Miguel Mora Pérez

Lo anteriormente expuesto permite a esta Sala Unitaria concluir que resulta procedente declarar el sobreseimiento del presente juicio, por inexistencia de los actos impugnados, ello, con fundamento en lo previsto en artículo 229, fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7° y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 229 fracción V, 248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se, RESUELVE,

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO del juicio; por las razones expuestas en el considerando Segundo de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.

“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
